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PODER EJECUTIVO 
 

DECRETO NÚMERO 678 POR EL QUE SE REFORMA ARTÍCULO 171 NUMERAL 2 Y 176 
PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE GUERRERO. 
 
MTRA. EVELYN  CECIA SALGADO PINEDA, Gobernadora Constitucional del Estado Libre y 
Soberano de Guerrero, a sus habitantes, sabed, 
 
Que el H. Congreso Local, se ha servido comunicarme que, 
 
LA SEXAGÉSIMA TERCERA LEGISLATURA AL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO, EN NOMBRE DEL PUEBLO QUE REPRESENTA, Y: 
 

C O N S I D E R A N D O 
 

Que en sesión de fecha 08 de noviembre del 2023, la Diputada y los Diputados integrantes 
de la Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos, presentaron a la Plenaria el 
Dictamen con proyecto de Decreto por el que se reforma artículo 171 numeral 2 y 176 
párrafo primero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, en los 
siguientes términos: 
 

1. A N T E C E D E N T E S  
 

I.- Que en sesión de fecha 30 de mayo del año 2023, el Pleno de la Sexagésima Tercera 
Legislatura al Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero, tomó 
conocimiento de la iniciativa de Decreto presentada por el Diputado José Efrén López 
Cortés, por medio del cual se reforma el artículo 171 numeral 2 y 176 párrafo primero, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero. 

 

II.- Que mediante oficio número:  LXIII/1ER/SSP/DPL/1511/2023, 
 

De fecha 30 de mayo del año 2023, suscrito por el Mtro. José Enrique Solís Ríos, Secretario 
de Servicios Parlamentarios del H. Congreso del Estado, fue turnada a la Comisión Estudios 
Constitucionales y Jurídicos, por instrucciones de la Presidencia de la Mesa Directiva la 
Iniciativa de mérito, para el estudio, análisis y emisión del dictamen correspondiente. 
 

Que de conformidad con lo establecido en el Artículo 195, Fracción II; 240; 241, Párrafo 
primero; 242; 243 y 244 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo No. 231, en vigor, esta 
Comisión Ordinaria de Estudios Constitucionales y Jurídicos, tiene plenas facultades para 
hacer el estudio, análisis y emisión del dictamen que se nos requiere.  
 

COMPETENCIA SOBRE LA INICIATIVA. 
 

Que por tratarse de Iniciativa de Decreto del ámbito local y conforme el artículo 61, fracción 
I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, así como los artículos 
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161, 172 fracción III, 191, fracción II, inciso a,193, 241, 243, 244, 248, 249, 254, 256, 257, 258, 
259, 260, y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 
de Guerrero Número 231, por lo que esta Soberanía Popular Guerrerense, es competente 
para conocer y pronunciarse sobre la iniciativa con proyecto de decreto que nos ocupa.  
 

Que el Diputado José Efrén López Cortés, signatario de la iniciativa, en términos de lo 
dispuesto por la Constitución Política del Estado, en sus numerales 65, fracciones I y II; 91, 
fracción III, 199, numeral 1, fracción I y los artículos 227, 229 y 249, tercer párrafo, de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado número 231, tiene plenas facultades para 
presentar para su análisis y dictamen correspondiente, la iniciativa que nos ocupa. 
 

2. OBJETIVO DE LA INICIATIVA 
 

Que el Diputado José Efrén López Cortés, tiene como objeto reformar el artículo 171 
numeral 2 y 176 párrafo primero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Guerrero. 
 
 

Señalando en lo medular de su exposición de motivos lo siguiente: 
Cada tres años, se llevan a cabo elecciones para la renovación de ayuntamientos de los 
municipios que integran nuestro Estado, consecuentemente, se viven momentos 
complicados en el proceso de entrega-recepción y los nuevos tiempos demandan que exista 
una mayor transparencia en el manejo de los recursos públicos, por ello, quienes 
desempeñamos una función en el servicio público, tenemos el firme compromiso de aplicar 
los recursos económicos del pueblo que nos da su confianza para ejercerlos con pulcritud, 
racionalidad, eficiencia, para no generar conflictos que redunden en perjuicio de los 
intereses de la sociedad guerrerense, combatiendo en todo momento la corrupción. 
 
En ese sentido, la presente iniciativa de reformas a nuestro texto constitucional, pretende 
reglamentar y normalizar la actividad administrativa, política y pública de las 
administraciones en los 85 municipios que integran nuestra entidad federativa, evitando la 
generación de conflictos cada tres años con motivo de la renovación de las autoridades 
municipales, porque los nuevos tiempos demandan que exista una mayor transparencia en 
el manejo de los recursos públicos.  
 
En términos del artículo 61 de la Constitución Política Local, corresponde al Congreso del 
Estado la función de revisar los informes financieros semestrales y fiscalizar las cuentas 
públicas de las entidades fiscalizables, atribución que ejerce a través de la Auditoría 
Superior del Estado de Guerrero, función que realiza mediante la observancia del principio 
de anualidad y conforme a la normatividad aplicable a la materia. 
 
En términos de lo dispuesto por los artículos 171 de la Constitución Política Local, y 36 de 
la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de Guerrero, los integrantes de los 
Ayuntamientos electos, rendirán la protesta de Ley y se instalarán el día 30 de septiembre 
del año de la elección y sus integrantes duran en el desempeño del cargo tres años, con 
posibilidad de ser reelectos para un segundo periodo más. 
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Este Honorable Congreso del Estado, en sesión ordinaria de 29 de septiembre de 2022, 
aprobó el decreto número 234 por el que se reforma el cuarto párrafo del artículo 13; y, la 
fracción II del artículo 107; se adiciona una fracción XI Bis al artículo 4, un segundo párrafo 
al artículo 38, y, el artículo 107 Bis; y se deroga el artículo 13 Bis, de la Ley número 468 de 
Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas del Estado de Guerrero, publicado en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero número 85 alcance IV, del martes 25 
de octubre de 2022. 
 

Mediante el Decreto mencionado, el Pleno del Congreso, reformó el cuarto párrafo del 
artículo 13 del ordenamiento legal citado, otorgándoles a las administraciones municipales 
salientes, el derecho de presentar su cuenta pública correspondiente a los 9 meses que 
desempeñaron el cargo en el último año de su ejercicio constitucional, dejando a salvo la 
responsabilidad de los servidores públicos entrantes, de presentarla conforme lo marca la 
ley.   
 

De los citados preceptos legales, se desprende que las administraciones municipales inician 
y concluyen funciones tres meses antes de que concluya el ejercicio fiscal correspondiente, 
derivado de la problemática que representa la entrega recepción, en ocasiones por los 
resultados electorales, las administraciones municipales salientes deben depender del buen 
juicio o voluntad de quien les antecede para entregar la cuenta pública del año en que 
concluyen, que en términos de Ley se realiza a partir del 1 de enero y hasta el 30 de abril 
siguiente al año que se rinde cuentas, lo que los deja en estado de indefensión, dado que 
dependen de que la administración municipal entrante, presente la cuenta pública del año 
respectivo. 
 

Aun con la reforma al  último párrafo del artículo 13 de la Ley  de Fiscalización Superior y 
Rendición de Cuentas del Estado de Guerrero  Número 468, se genera una situación atípica, 
ya que la cuenta pública corresponde a un ejercicio fiscal de 12 meses, es decir, del 01 de 
enero al 31 de diciembre, generando indebidamente la división de la cuenta pública en su 
entrega, nueve meses de la autoridad saliente y tres meses de la autoridad entrante, 
violentándoseles su derecho a ser liberados por el órgano de fiscalización.  
 

Con las reformas propuestas, se tiene como finalidad terminar con una de la problemática 
citada en párrafos que anteceden, y  que enfrentan en la actualidad tanto administraciones 
salientes como las administraciones entrantes en materia de fiscalización de la cuenta 
pública, porque contribuirá a que los ayuntamientos electos a partir de la la jornada electoral 
de junio de 2027, ejerzan su periodo constitucional por ejercicios fiscales completos, 
garantizándose con ello que, las nuevas administraciones municipales cuenten con los 
instrumentos jurídicos y elementos necesarios para asegurar su recaudación, toda vez, que 
conforme a la reformas de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de Guerrero que 
con posterioridad presentaré ante esta Soberanía Popular, los ayuntamientos electos 
tendrán la participación necesaria en la elaboración de su Ley de Ingresos y tabla de valores 
para el pago de contribuciones sobre uso de suelo y construcción, que aplicarán al inicio de 
su periodo constitucional.  
 

Por las argumentaciones anteriormente vertidas, se propone reformar los artículos 171 
numeral 2 y 176 párrafo primero de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
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Guerrero, con el objeto de que las administraciones municipales ejerzan su periodo 
constitucional iniciando sus funciones formalmente a las cero horas del día primero de 
enero, fecha en que se instalarán los ayuntamientos, otorgando la protesta constitucional al 
cargo el día anterior, ante el ayuntamiento saliente, en sesión pública y solemne. 
 

Así mismo, se hace necesario ajustar el periodo constitucional de las administraciones 
municipales que serán electas en el mes de junio de 2024, para que estas inicien funciones 
el 30 de septiembre de 2024 y concluyan el 31 de diciembre de 2027, estableciéndose lo 
anterior en un artículo segundo transitorio, en cuyo caso los ayuntamientos fungirán por 
única ocasión durante un periodo de tres años tres meses. 
 

3. PARTE RESOLUTIVA. 
RAZONAMIENTOS. 

 

Una vez que las y los suscritos Diputados integrantes de la Comisión de Estudios 
Constitucionales y Jurídicos, nos avocamos al estudio detallado de la Iniciativa de mérito y 
al examinarla, consideramos:  
 

PRIMERO. Que esta Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos, por razón de 
método y con el objeto de verificar la viabilidad o improcedencia de la iniciativa presentada, 
la analizamos y discutimos. 
 

En este contexto, los integrantes de la Comisión Dictaminadora consideramos que la 
propuesta en estudio es viable en razón a que actualmente los Ayuntamientos entran en 
funciones cuando el ejercicio presupuestal está por finalizar y se vuelve una divergencia 
entre el Ayuntamiento entrante y saliente, que trastoca desde luego el buen funcionamiento 
de las Administraciones Municipales. 
 

Asimismo esta Comisión dictaminadora considera necesario hacerle unos cambios a la 
propuesta de origen sobre todo en lo que respecta a los artículos transitorios, y  que la 
reforma propuesta  impacta en la temporalidad del ejercicio del cargo y se aplica en los 
procedimientos de elección de los Ayuntamientos y dado que ha iniciado el pasado 08 de 
septiembre de 2023 el  proceso electoral y en términos de Ley, no es posible hacer reformas 
que impacten en el proceso electoral en curso, dicha reforma  tendrá efectos a partir del 
procesos electoral 2027-2028, concluyendo su encargo las autoridades electas para el 
periodo 2027-2030 el 31 de diciembre  del año 2030,  e iniciando el subsecuente a partir del  
1° de enero del año 2031, esto en estricto apego a la irretroactividad de la Ley.  
 

SEGUNDO. Que esta Comisión dictaminadora, en el análisis efectuado a la iniciativa, arriba 
a la conclusión de que la misma no es violatoria de derechos humanos ni se encuentran en 
contraposición con ningún otro ordenamiento legal. 
 

No pasa desapercibida para esta Comisión la acción de inconstitucionalidad 112/2019 y 
sus acumuladas 113/2019, 114/2019, 115/2019, 119/2019 y 120/2019, relativo a la 
prolongación del mandato del Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Baja California, en 
donde en lo medular se resolvió lo siguiente: 
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“SEGUNDO. Se declara la invalidez del decreto Número 351 publicada en el Periódico 
Oficial de dicha entidad federativa el diecisiete de octubre de dos mil diecinueve, en 
términos del considerando octavo…” 
 

En este contexto, en el Considerando Octavo de la resolución citada se señala lo siguiente: 
 

OCTAVO. Para efecto de la concurrencia de la elección de Gobernador del Estado con el 
proceso electoral federal 2021, el Gobernador electo en el proceso electoral de 2019, 
iniciará funciones el primero de noviembre de 2019 y concluirá el 31 de octubre de 2021. 
 

La reforma al artículo 44, mediante el cual se adelanta la toma de posesión del Gobernador 
del Estado al mes de septiembre posterior a la elección, será aplicable al que sea electo en 
dicho cargo en el proceso electoral de 2027. Por única ocasión el Gobernador del Estado 
electo en el proceso electoral de 2021, iniciará funciones el primero de noviembre de 2021 
y concluirá el treinta y uno de agosto del 2027. 
 

Como se advierte de la lectura de ambas disposiciones, la reforma a la Constitución 
local modificó el período de duración de la gubernatura con inicio de funciones el uno de 
noviembre de dos mil diecinueve, para concluir el treinta y uno de octubre de dos mil 
veinticuatro y no el treinta y uno de octubre de dos mil veintiuno, como fue previsto en su 
texto vigente hasta el diecisiete de octubre de dos mil diecinueve; reforma con lo cual fue 
ampliado el periodo del ejercicio de un cargo de elección popular de dos a cinco años. 

 
De ahí que en este caso deba considerarse que la reforma bajo estudio es una 

modificación legal fundamental en términos del párrafo penúltimo de la fracción II del 
artículo 105 de la Constitución General, en atención a que tuvo por objeto producir en las 
bases y reglas del proceso electoral una alteración en el marco jurídico aplicable mediante 
la modificación de los derechos y obligaciones de los ciudadanos del Estado de Baja 
California y de aquellas personas interesadas en ejercer el derecho al voto pasivo. 

 
Definido que la reforma impugnada consiste en una modificación legal fundamental, 

corresponde analizar si dicha modificación fue realizada dentro del periodo de veda 
establecido en el párrafo penúltimo de la fracción II del artículo 105 de la Constitución 
General, es decir, dentro de los noventa días previos al inicio del proceso electoral, periodo 
en el que está prohibido hacer modificación alguna, o durante el proceso electoral hasta 
su conclusión, en el cual no pueden realizarse modificaciones fundamentales. 

 
Cabe recordar cómo fue precisado al referir los antecedentes del asunto que el proceso 

electoral inició el nueve de septiembre de dos mil dieciocho, la jornada electoral fue 
realizada el dos de junio de dos mil diecinueve, el Instituto Estatal Electoral declaró válida 
la elección y expidió la constancia de mayoría a favor de Jaime Bonilla Valdez el once de 
junio siguiente y declaró concluido formalmente el proceso electoral 2018-2019 el siete 
de octubre de ese año y, finalmente, que la rendición de protesta del Gobernador del Estado 
de Baja California fue realizada el uno de noviembre de dos mil diecinueve. 
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Es necesario tener en cuenta que el proceso legislativo que concluyó con la publicación 
de la disposición normativa transitoria, comenzó el ocho de julio de dos mil diecinueve, 
fecha en la que también fue aprobado en el Congreso local, posteriormente enviado a los 
Ayuntamientos para su aprobación y, finalmente, publicado en el Periódico Oficial del 
Estado de Baja California el diecisiete de octubre del mismo año. 

 
De ello se advierte que el proceso legislativo inició en julio de dos mil diecinueve, esto 

es, con posterioridad a la jornada electoral realizada el dos de junio de ese año y en el 
periodo en el que aún estaba desarrollándose el proceso electoral para designar a quien 
ocuparía el cargo de Gobernador Constitucional del Estado a partir del primero de 
noviembre del mismo año. 

 

Finalmente, la disposición normativa impugnada fue publicada después de concluido el 
proceso electoral 2018-2019 del Estado de Baja California, pues éste finalizó el siete de 
octubre de dos mil diecinueve y aquella fue publicada el diecisiete siguiente, pero antes de 
que Jaime Bonilla Valdez tomara posesión del cargo de Gobernador de esa entidad 
federativa el uno de noviembre de ese año. 

 
< 

Con base en lo anterior, este Tribunal Pleno concluye que la reforma impugnada implica 
un cambio fundamental en la organización político electoral del gobierno de Baja California 
que por su diseño solo tiene aplicación en el proceso electoral 2018-2019, es decir, si bien 
fue publicada y, por ende, entró en vigor una vez que había concluido el proceso electoral, 
su contenido necesariamente rige los actos y consecuencias propias de dicho proceso 
electoral y, en este aspecto, no de uno futuro, salvo por la fecha de su inicio y conclusión. 

 

Este Tribunal Pleno considera que también son fundados los conceptos de invalidez en 
los que los demandantes plantearon la transgresión a otras disposiciones 
constitucionales, tan solo por el hecho de haberse emitido con posterioridad al momento 
en que fue expresada la mayoría del electorado a favor de un candidato determinado, por 
las siguientes razones: 

 

B.1 Bases constitucionales de la organización política de los Estados 
En lo que interesa para este asunto, en la fracción I del artículo 116 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos(146) fue establecido que los gobernadores de 
los Estados serán designados mediante elección directa, no podrán durar en su encargo 
más de seis años y que aquellos nombrados mediante elección popular ordinaria o 
extraordinaria en ningún caso y por ningún motivo podrán volver a ocupar ese cargo, ni aun 
con el carácter de interinos, provisionales, sustitutos o encargados del despacho. 

 

En la fracción IV del artículo constitucional referido fue establecido que las elecciones 
locales serán realizadas de conformidad con las bases establecidas en la Constitución 
Federal y las leyes generales en la materia, las constituciones y leyes de los Estados en 
materia electoral; fue definido como método de elección el sufragio universal, libre, 
secreto y directo; y, precisado que la jornada comicial por regla general tendrá lugar el 
primer domingo de junio del año que corresponda, salvo que se celebren en el año de los 
comicios federales y no coincidan en la misma fecha de la jornada federal. 
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Asimismo, en la fracción IV del artículo 116 constitucional referido, en específico en el 
inciso n), fue mandatado a las entidades federativas que al menos una elección local 
(gobernador, diputados del Congreso local o integrantes del ayuntamiento) sea realizada 
en la misma fecha en que tenga lugar alguna elección federal. 

 

Al respecto debe precisarse que el texto vigente de la fracción IV del artículo 116 de la 
Constitución General fue redactado en el Decreto de reformas constitucionales publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el diez de febrero de dos mil catorce, en cuyo artículo 
segundo transitorio fueron previstas las fechas de celebración de la jornada electoral 
federal del año dos mil dieciocho y posteriores. 

 

De igual forma, debe señalarse que este no es el primer asunto en el que este Tribunal 
Pleno analiza un problema jurídico similar al ahora planteado, pues en las acciones de 
inconstitucionalidad 3/2002(147); 8/2002(148); 39/2006 y sus acumuladas 40/2006 y 
42/2006(149); 47/2006 y sus acumuladas 49/2006, 50/2006 y 51/2006(150); y 
13/2015(151) este Tribunal Pleno se pronunció respecto de los alcances del artículo 116 
constitucional en cuanto a los ajustes a la duración de los cargos de elección popular, 
incluidas legislaciones que buscaron cumplir la reforma constitucional de dos mil catorce. 

 
 

En esa medida, la oportunidad y libertad de elegir deben estar amparadas por la ley, pues 
solo cuando estas condiciones se cumplen, puede hablarse de verdaderas elecciones. Al 
mismo tiempo, deben efectuarse de acuerdo con ciertos principios mínimos, pues lo cierto 
es que la garantía de esos principios constituye el presupuesto esencial para que se 
reconozcan las decisiones y contenidos políticos a través de las elecciones, que son 
vinculantes para el electorado, por parte de los propios electores. 

 
Asimismo, este Tribunal sostuvo que en la Constitución General fueron definidos ciertos 

principios en esta materia, los cuales, desde luego, reflejan la intención del Constituyente 
de 1917 de dar las bases necesarias para el establecimiento de una sociedad democrática 
y republicana. 

 
En el artículo 35, fracción I, constitucional se encuentra previsto el derecho de todo 

ciudadano a votar en las elecciones populares, mientras que en el artículo 39 
constitucional se define que la soberanía nacional reside en el pueblo, que todo poder 
público dimana de él y es instituido para su beneficio, además de que tiene en todo tiempo 
el derecho inalienable de alterar o modificar la forma de su gobierno. 

 
En los artículos 40 y 41 constitucionales fue señalado que es voluntad del pueblo 

mexicano constituirse en una República representativa, democrática, federal, compuesta 
de Estados libres y soberanos, pero unidos según los principios de dicha norma 
fundamental; que el pueblo ejerce su soberanía por conducto de los Poderes de la Unión 
en los casos de la competencia de éstos y por los de los Estados en lo que toca a sus 
regímenes interiores; que las constituciones de los Estados en ningún caso pueden 
contravenir el Pacto Federal y, por último, que la renovación de los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo y de los Ayuntamientos se deberá realizar mediante elecciones libres, auténticas 
y periódicas, conforme a las bases señaladas en el propio artículo 41. 
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De los precedentes reseñados se advierten los siguientes criterios vinculantes respecto 
a la interpretación del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en relación con la modificación del periodo de duración de los cargos de 
elección popular de los Estados: 

 

1. En el artículo 116, fracción I, constitucional no fue establecido que la duración en el 
cargo de Gobernador sea forzosamente de seis años, sino solo que no deberá exceder de 
ese término. 

 

2. Cada Estado cuenta con libertad configurativa para determinar la duración del cargo 
de Gobernador en atención a su propia conveniencia jurídico-política, siempre que respete 
los parámetros señalados en la Constitución General. 

 

3. No es inconstitucional en sí mismo que los Estados varíen, excepcionalmente y por 
una sola ocasión, el periodo de duración del ejercicio de los cargos de gobernador, 
miembros de las legislaturas y ayuntamientos, con la finalidad de igualar sus procesos 
electorales con los procesos federales. 

 

4. La Suprema Corte de Justicia de la Nación no es competente para examinar si la 
duración del cargo decidida por el legislador, en uso de su libertad configurativa, es la más 
conveniente en relación con situaciones fácticas, como pueden ser los actos propios del 
Sistema de Planeación o la optimización de los recursos económicos, ni de ello puede 
derivar su inconstitucionalidad. 

 

5. No obstante, para el caso en que los Estados decidan extender o acortar los mandatos 
de los gobernantes locales, deben hacerlo como una previsión a futuro, en las próximas 
elecciones, a fin de que el electorado esté plenamente informado y tenga conocimiento 
cierto del periodo que va a desempeñar el funcionario que elija, de modo que se respete su 
voluntad, mas no pueden hacerlo para quienes ocupan esos cargos en el momento de la 
reforma. 

 

Precisado lo anterior, a juicio de este Tribunal Pleno el artículo transitorio impugnado 
en este asunto no fue emitido como una previsión a futuro y, por ende, vulnera las bases 
fundamentales que limitan la libertad configurativa que respecto de este tema tienen los 
Estados, en términos de lo establecido en el artículo 116 constitucional. 

 

A diferencia de lo resuelto en las acciones 39/2006 y sus acumuladas y 47/2006 y sus 
acumuladas, en el caso bajo estudio la publicación e inicio de vigencia de la disposición 
que amplió el periodo de gobierno ocurrieron una vez concluido el proceso electoral, ya 
que existía la declaración de Gobernador electo y antes de que éste tomara posesión del 
cargo; es decir, con posterioridad a que fue expresada y sancionada como válida y efectiva 
la voluntad popular mediante el sufragio, por lo que esa reforma al variar el término del 
encargo incidió sobre un elemento determinante en la emisión de su voto y, por ende, 
violentó de manera sustantiva los principios de certeza, legalidad y seguridad jurídica que 
constitucionalmente rigen los procesos electorales, lo cual propicia su invalidez. 

 

Aceptar que es posible la modificación de la duración del mandato de los representantes 
populares con posterioridad a su elección bajo el argumento de que el funcionario electo 
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no ha asumido el cargo, implica permitir que se invalide la voluntad de los ciudadanos 
depositada en las urnas el día de la jornada electoral al margen de los procedimientos 
legales procedentes para ello, así como estimar que las elecciones solo son trámites 
formales cuyos resultados estarían al arbitrio de otras autoridades previamente 
constituidas, con el objeto de integrar los órganos del poder público en una forma diversa 
a la decidida en las urnas. 

 

De ahí que, contrario a lo alegado por las autoridades demandadas, lo que determina la 
invalidez de la prórroga del cargo bajo estudio no es la fecha de la toma de posesión por 
parte del Gobernador del Estado de Baja California, sino que fue introducida con 
posterioridad a la expresión de la voluntad de los ciudadanos depositada en las urnas el 
día de la jornada electoral, con lo cual la alteró directamente. 

 

Además, como fue establecido, la modificación extemporánea de la duración de los 
cargos de elección popular no puede justificarse constitucionalmente mediante su 
idoneidad o conveniencia desde el punto de vista económico o de la organización o 
planeación gubernamental. Si bien los Estados gozan de autonomía para determinar el 
plazo más conveniente de los mandatos de los servidores públicos electos popularmente, 
la reforma correspondiente debe realizarse con la oportunidad debida para que el 
electorado conozca los términos que rigen la contienda electoral en los que ejercerá su 
voto. 

 

En consecuencia, dado que la disposición impugnada fue emitida con posterioridad a la 
realización de la jornada electoral e, incluso, ya con la definición del candidato vencedor, 
aquélla resulta contraria a los principios constitucionales de elecciones libres, auténticas 
y periódicas mediante sufragio universal, libre, secreto y directo, consagrados en el 
artículo 116, fracción IV, incisos a) y b), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

 

B.2 Violación a los derechos fundamentales de votar y ser votado desde la perspectiva 
de la participación de los ciudadanos de la entidad federativa al resolver la acción de 
inconstitucionalidad 47/2006 y sus acumuladas, este Tribunal determinó que la ampliación 
del mandato de los órganos locales de representación popular, más allá del período para 
el cual han sido electos por la comunidad de la entidad federativa, afecta de manera 
terminante los derechos fundamentales de participación política de los individuos en la 
elección de sus representantes, en virtud de que se les impide participar, tener acceso en 
la contienda por el poder de representación, tanto desde una perspectiva activa (votar) 
como pasiva (ser votado). 

 

En consecuencia, se estimó que se acreditó la violación a los derechos de participación 
política (votar y ser votado) previstos en el artículo 35, fracciones I y II, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Asimismo, el Tribunal Pleno sostuvo que la efectividad de los derechos a votar y ser 
votado requiere como precondición que su despliegue pueda efectuarse de manera libre e 
igualitaria. 
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El Tribunal Pleno consideró que la norma suprema ha optado por una democracia 
participativa, en igualdad y libertad. Es decir, por un gobierno de la mayoría limitado por la 
Constitución, lo que ha dado lugar a un modelo democrático participativo y constitucional, 
pero igualmente liberal y social. 

 

Además, precisó que en el supuesto de que sean los propios órganos públicos los que 
se encuentren en la posibilidad determinar la duración de su propia representación de 
manera unilateral, esa autonomía y libertad política de los ciudadanos queda 
decididamente afectada, porque éstos quedan excluidos e imposibilitados para elegir la 
conformación del órgano "representativo", máxime que las decisiones que éste emita 
incidirán directamente en la esfera jurídica de aquéllos. 

 

Por tanto, concluyó que también se transgredió el derecho a votar y ser votado en 
condiciones de libertad, establecido en los artículos 115, fracción I, segundo párrafo y 116, 
fracciones II, segundo párrafo, y IV, inciso a), en relación con el artículo 35, fracciones I y 
II, de la Constitución. 

 
El Tribunal Pleno estableció, claramente, que con esa reforma se impidió el ejercicio de 

los derechos fundamentales a votar y ser votado en condiciones de igualdad. 
 

Determinó que el ejercicio de los derechos fundamentales de participación política de 
manera igualitaria en la elección de los órganos representativos, queda afectada desde el 
momento en que el propio órgano del Estado se entiende con la posibilidad unilateral de 
decidir sobre la ampliación de su propio mandato, lo cual tiene por efecto otorgar 
solamente valor a las opiniones que de manera cerrada emiten los miembros del órgano 
respectivo, sin tomar en consideración a los demás miembros de la comunidad. 

 

En consecuencia, el Tribunal Pleno determinó que también se vulneró el derecho a votar 
y ser votado en condiciones de igualdad, previsto en los artículos 115, fracción I, segundo 
párrafo y 116, fracción IV, inciso a), en relación con el artículo 35, fracciones I y II, de la 
Norma Suprema. 

 

Por las razones expuestas, dado que en el presente caso el Poder Reformador de la 
Constitución local dispuso de manera unilateral sobre la ampliación del mandato respecto 
del cual se expresó el voto de los ciudadanos, debe considerarse que también se vulneran 
los derechos fundamentales de votar y ser votado, en los términos señalados en los 
precedentes, por lo que la disposición transitoria impugnada también vulnera el artículo 
116, fracción IV, inciso a), en relación con el artículo 35, fracciones I y II, de la Constitución. 

 

B.3 Principio de no reelección, en la fracción I del artículo 116 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos fue establecido que los gobernadores de los Estados en 
ningún caso y por ningún motivo podrán volver a ocupar ese cargo, ni aun con el carácter 
de interinos, provisionales, sustitutos o encargados del despacho. 

 
En relación con la exigencia constitucional de no reelección, al resolver la acción de 

inconstitucionalidad 47/2006, este Tribunal Pleno analizó el marco constitucional que 
impedía la reelección de legisladores locales y de los miembros de los Ayuntamientos, y 
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determinó que la ampliación del cargo de los titulares en funciones vulneró el principio 
constitucional de no reelección. 

 

En dicho precedente se reconoció que era verdad que la ampliación del mandato de la 
Legislatura local y de los miembros de los Ayuntamientos, más allá del período para el cual 
fueron electos democráticamente no implicó, en estricto sentido, una reelección, porque 
la legislatura no convocó a la comunidad a pronunciarse mediante el voto público sobre su 
extensión en el poder. 

 

No obstante, se concluyó que esa ampliación del mandato significó la violación del 
principio de no reelección, porque este principio implica una prohibición fundamental: la 
prórroga o extensión del mandato más allá para el cual se ha sido electo 
democráticamente, sea mediante la organización de nuevas elecciones, sea mediante un 
incremento con esos efectos. 

 
 

Cabe destacar que ese precedente se emitió respecto del texto constitucional vigente 
antes de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el diez de 
febrero de dos mil catorce, en la cual se introdujeron reglas para la elección consecutiva 
de legisladores locales y de miembros de los Ayuntamientos. 

 

No obstante, sus consideraciones interpretaron la prohibición de reelección de quienes 
ocupen cargos de elección popular, como sigue sucediendo para el caso de Gobernador 
del Estado, por lo que en ese supuesto siguen cobrando aplicación. 

 

Bajo esos razonamientos, se puede sostener que conforme al criterio de este Tribunal 
Pleno, el artículo 116, fracción I, de la Constitución Federal debe entenderse en el sentido 
de que, además de contener una regla que prohíbe la reelección de los Gobernadores, 
reconoce un principio más amplio que implica una prohibición fundamental: la prórroga o 
extensión del mandato más allá para el cual se ha sido electo democráticamente, 
independientemente de la forma y modo que se utilice para ello. 

 

Como en el presente caso la norma impugnada amplió el mandato más allá de los dos 
años por los que fue electo democráticamente el Gobernador del Estado de Baja California 
en el proceso electoral 2018-2019, puede concluirse que esa medida vulnera 
materialmente el principio de no reelección, al desconocer la prohibición fundamental 
referida. 

 

No se soslaya que la reforma se emitió y publicó en una fecha anterior a que iniciara el 
periodo de gobierno que modificó, y que el titular de la Gubernatura en ese periodo no 
participó en el proceso legislativo correspondiente, porque aún no asumía el cargo; sin 
embargo, tales circunstancias no modifican el vicio sustancial advertido, en el sentido de 
que con posterioridad a la decisión del electorado expresada en las urnas, se alteró la 
duración del cargo materia de esa elección. 

 

En efecto, el criterio relevante sobre los límites a la autonomía de los Estados en cuanto 
al ajuste a los periodos de los cargos de elección popular, no solamente impide que el 
representante en funciones altere su propio mandato, sino que prohíbe cualquier alteración 
al encargo para el que fue electo democráticamente. 
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Permitir que sea extendido o prorrogado el mandato de los cargos de elección popular, 
una vez expresada la voluntad general en las urnas, con la sola justificación de que los 
representantes beneficiados aun no toman posesión del cargo, implica desconocer el 
principio fundamental antes referido y, por ende, aunque formalmente lo permita la 
literalidad de los criterios reseñados, entraña también, como en el caso sucedió, un fraude 
a la ley en sede constitucional. 

 

Consecuentemente, son fundados los conceptos de invalidez en los que los accionantes 
plantean la vulneración del principio de no reelección establecido en el artículo 116, 
fracción I, de la Constitución Federal. 

 

B.4 Retroactividad a juicio de este Tribunal Pleno también son fundados los argumentos 
de los demandantes en los cuales sostienen que el decreto impugnado transgrede el 
principio de irretroactividad de la ley. 

 

En la acción de inconstitucionalidad 47/2006 y sus acumuladas, este Tribunal Pleno 
interpretó el artículo 14 constitucional conforme a las teorías de los derechos adquiridos y 
de los componentes de la norma. 

 

En relación con esta última teoría, consideró actualizado el tercer supuesto referido en 
la jurisprudencia P./J. 123/2001(153), consistente en que la realización de alguna o 
algunas de las consecuencias de la ley anterior producidas durante su vigencia, no 
dependa de la realización de los supuestos previstos en esa ley, ocurridos después de que 
la nueva disposición entró en vigor, sino que tal realización estaba solamente diferida en 
el tiempo, ya sea por el establecimiento de un plazo o término específico o simplemente 
porque la realización de esas consecuencias era sucesiva o continuada; en este caso la 
nueva disposición tampoco deberá suprimir, modificar o condicionar las consecuencias no 
realizadas, por la razón sencilla de que éstas no están supeditadas a las modalidades 
señaladas en la nueva ley. 

 

Lo anterior porque si los diputados e integrantes de los ayuntamientos fueron electos 
en comicios convocados para que accedieran al poder únicamente por tres años en el 
ejercicio de sus cargos, con la posibilidad de que al concluir ese periodo los electores y los 
partidos políticos tuvieran oportunidad de renovarlos, era necesario concluir que las 
nuevas disposiciones no podían obrar sobre el pasado, lesionando los derechos de 
ciudadanos e institutos políticos para participar en una contienda electoral tendiente a 
buscar la alternancia en el poder, una vez terminado el plazo que se les otorgó a los 
legisladores y munícipes en ese entonces en funciones. 

 

Al respecto fue considerado que la obligación de convocar a la siguiente elección era 
una consecuencia inmediata de la conclusión del periodo anterior, la cual no podía verse 
afectada por nuevas disposiciones que posterguen la sucesión de quienes integran el 
Congreso local y los ayuntamientos del Estado de Chiapas. Ello equivale a dejar sin efectos 
el calendario electoral instituido en la legislación previa, el cual suponía una línea de 
continuidad que no podía verse suspendida, so pena de incurrir en el vicio de retroactividad 
prohibido por el primer párrafo del artículo 14 constitucional. 
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De esta manera, este Pleno determinó que si uno de los efectos derivados de la 
concreción de las disposiciones contenidas en el texto anterior de los artículos 16, párrafo 
primero, y 61, párrafo primero, de la Constitución de Chiapas fue que los legisladores 
locales y los integrantes de los ayuntamientos en funciones abandonaran sus cargos al 
fenecer su periodo, y otro efecto fue que durante el año dos mil siete tuvieran lugar las 
elecciones para renovarlos, de forma tal que a los tres años de que tomaron posesión 
entregaran el poder a quienes hubieran accedido a él legítimamente a través de elecciones 
auténticas, periódicas y mediante sufragio universal, libre, secreto y directo, sujetas a los 
principios de mayoría relativa y de representación proporcional, el traslado de esos 
sufragios a una fecha posterior a la conclusión del periodo para el que fueron popularmente 
designados fracturaba el derecho adquirido de los ciudadanos para emitir su voto en el 
momento oportuno que permitiera el reemplazo de los referidos gobernantes y derecho de 
los partidos políticos para postular antes de que concluyera el trienio a quienes debían 
llevar a cabo dicha sustitución. 

 

En ese sentido, la conclusión fue que los artículos impugnados violaron lo dispuesto en 
el primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos que proscribe, en lo general, la aplicación y existencia de leyes retroactivas. 

 

Precisado lo anterior, este Tribunal Pleno considera que el problema de 
constitucionalidad referido también se presenta en la disposición normativa impugnada, 
debido a que el Gobernador de Baja California ya había sido electo en comicios convocados 
para que accediera al poder únicamente por dos años en el ejercicio de su cargo, con lo 
cual surgió la posibilidad de que al concluir ese periodo los ciudadanos y los partidos 
políticos tuvieran oportunidad de renovarlo. 

 

Por consiguiente, ninguna disposición posterior podía obrar sobre el pasado y lesionar 
los derechos de ciudadanos y partidos políticos para participar en una contienda electoral 
tendiente a buscar la alternancia en el poder, respecto de una Gubernatura cuyo titular ya 
había sido elegido para un periodo fijo. 

 

En ese sentido, el artículo transitorio impugnado vulnera el principio de irretroactividad 
de la ley, previsto en el artículo 14 de la Constitución Federal. 

  

En suma, este Tribunal Pleno concluye que los conceptos de invalidez son fundados, 
dado que la ampliación del mandato del Gobernador, contenida en el artículo octavo 
transitorio de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, 
publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad el diecisiete de octubre de dos mil 
diecinueve, vulnera los principios de organización política y los derechos fundamentales 
antes referidos. 

 
 

C. Argumentos de las autoridades demandadas, planteados en los informes rendidos en 
las acciones de inconstitucionalidad o son obstáculo a la conclusión anterior los 
argumentos de los Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Baja California, 
formulados al presentar sus informes en esta acción de inconstitucionalidad, por las 
razones que a continuación se exponen. 
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Es cierto como lo aducen los Poderes Ejecutivo y Legislativo demandados que este 
Tribunal Pleno, en la acción de Inconstitucionalidad 99/2016 y su acumulada (154), 
reconoció la validez de la reforma a una disposición transitoria que prorrogó la duración 
del nombramiento de los Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. 

 

En esa resolución fue sostenido que mientras no entraran en funciones los magistrados 
recién designados, no había inconveniente constitucional alguno para fortalecer la 
inamovilidad de quienes fueron destinatarios de la reforma si se toma en cuenta, por un 
lado, que se trataba de un aumento en el periodo de desempeño que no producía perjuicio 
alguno a los afectados, sino que más bien les favorecía; y, por otro lado, que hasta el 
momento en que tomaran posesión de sus puestos, el principio de certeza en materia 
electoral cancelaría toda posibilidad de que las leyes ordinarias extendieran los plazos de 
duración de tales servidores públicos, pero no antes de que ocurriera esa asunción de 
funciones, pues esa limitante opera respecto de los que están en la víspera de concluir su 
encomienda, pero no en contra de quienes están por sustituirlos. 

 

Sin embargo, esas consideraciones no pueden regir en este asunto porque los 
Magistrados electorales no ocupan cargos de elección popular, mientras que el mandato 
del Gobernador de un Estado y, en especial su duración, es un elemento fundamental que 
incide en la decisión del electorado y, por ende, queda determinado democráticamente en 
el proceso electoral. 

 

Por esa misma razón tampoco son aplicables las consideraciones emitidas por este 
Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 26/2006(155), en la que fue impugnada la 
forma de designación de los comisionados de la entonces Comisión Federal de 
Telecomunicaciones. 

 

Resulta también infundado el argumento planteado por los Poderes Ejecutivo y 
Legislativo del Estado de Baja California en el que refieren que no es posible afectar el 
periodo de gobierno actual, debido a que ya se llevó a cabo la toma de protesta 
correspondiente y ello implicaría darle efectos retroactivos. 

 

En efecto, el inicio de funciones del Gobernador el uno de noviembre de dos mil 
diecinueve no implica que se hayan consumado todos los efectos de la disposición 
impugnada, porque su aplicabilidad es de tracto sucesivo, de manera que a partir del 
momento en que esta sentencia surta efectos deberá considerarse hacia el futuro que el 
periodo del encargo conferido al Gobernador actual venza el treinta y uno de octubre de 
dos mil veintiuno, sin que ello implique dar efectos retroactivos a esta declaratoria de 
invalidez. 

 

Por esa misma razón, los términos en que se haya rendido la protesta del Gobernador o 
el contenido del Bando Solemne, relativo a su elección, no tienen el alcance de generar una 
situación definitiva inmodificable, pues solo son actos de aplicación de la disposición 
impugnada, sin que ello genere un impedimento jurídico insalvable dado que tienen como 
sustento un precepto que ha sido declarado inconstitucional por esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 
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A mayor abundamiento, lo expresado al tomar protesta o en el contenido del Bando 
Solemne no tiene el alcance de modificar el mandato otorgado por la voluntad general, en 
términos de las leyes vigentes durante el proceso electoral. 

 

Por una parte, el Bando Solemne es un documento que emite el Congreso de la Unión o 
las legislaturas de los Estados, por atribución y mandato constitucional, cuyo fin es enterar 
formalmente a la ciudadanía de la validez de las elecciones y, en el caso, la declaratoria de 
Gobernador electo. 

 
 

Por otra, la protesta se traduce en un acto solemne previo a la toma de posesión de un 
cargo público cuya declaración pública de carácter cívico y formal obliga al funcionario 
público que la rinde a sujetarse a la Constitución y a las leyes que de ella emanan y, de 
manera general, lo sujeta a las responsabilidades inherentes en caso de violentar esos 
ordenamientos. 

 

Con relación a este acto, debe considerarse que en el artículo 128(156) de la 
Constitución General, fue establecido que todo funcionario público, sin excepción alguna, 
antes de tomar posesión de su encargo prestará la protesta de guardar la Constitución y 
las leyes que de ella emanen. 

 

En la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California fue 
reproducida la disposición anterior en su artículo 108(157), bajo el señalamiento de que 
nadie puede entrar en el desempeño de algún cargo o empleo en esa entidad federativa sin 
prestar previamente la protesta de ley, la cual determinará la fórmula de la protesta y la 
autoridad ante quien deba hacerse. 

 

Por lo que hace al cargo de Gobernador, en el artículo 109(158) de la Constitución local 
fue dispuesto que la protesta de ley se efectuará ante el Congreso del Estado, durante una 
sesión solemne, con la formalidad de la lectura del texto siguiente. 

 

Protesto guardar y hacer guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
la particular del Estado de Baja California y las Leyes que de ambas emanen, 
desempeñando leal y patrióticamente el cargo de Gobernador que el pueblo me ha 
conferido, mirando en todo por el bien y prosperidad de la Unión y del Estado; y si así no lo 
hiciere que el pueblo me lo demanden (sic). 
 

La acción de rendir protesta tiene su origen etimológico en el latín protestari, pro testari, 
que significa declarar ante testigos, ante todos. Se trata de un acto por medio del cual se 
externa una declaración unilateral de la voluntad a la que el texto constitucional da efectos 
jurídicos relevantes. 

 

En los Estados constitucionales contemporáneos la protesta es entendida como una 
institución jurídica con dos dimensiones, a saber, como un estándar de legitimidad y, 
además, como el acto jurídico constitutivo de sujeción y tutela a los órdenes normativos 
constitucional y legal, a partir de las cuales se justifican las responsabilidades y sanciones 
que se derivan en caso de incumplimiento. 

 

Las reflexiones anteriores permiten concluir que protestar un cargo público, como es el 
de Gobernador de una entidad federativa, no constituye derecho alguno a favor de la 
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persona que lo ocupa en relación con la duración del cargo que ya fue establecida durante 
el proceso electoral y constituida mediante la expresión de la voluntad del electorado; 
antes bien, únicamente implica la aceptación expresa del encargo, así como el 
reconocimiento de las responsabilidades que legalmente asume por desempeñar aquél. 

 

En ese sentido, tanto el Bando Solemne como la protesta emitida al tomar posesión del 
cargo son actos que no constituyeron derecho alguno respecto de la duración del encargo, 
sino que más bien formalizaron y dieron difusión a una situación jurídica que ya había sido 
constituida durante el proceso electoral, conforme al marco legal vigente con anterioridad 
a su inicio. 

 

De tal manera, dichos actos derivan de un proceso electoral que desde su inicio hasta 
su calificación tuvo como fundamento el artículo transitorio publicado en dos mil catorce 
y, como consecuencia, en atención al principio de certeza electoral ese es el fundamento 
que debe regir el ejercicio del cargo, por lo que cualquier otra mención o disposición 
contraria debe tenerse por inválida, ya que ni la toma de protesta ni el Bando Solemne 
pueden variar la situación jurídica firme derivada del proceso electoral, ni mucho menos 
servir de título de derechos adquiridos a favor del Gobernador en funciones, más allá de 
los que le reconocen que fue electo y que ejercerá su mandato sujetándose a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a la de su propio Estado, y a las 
leyes que de ellas emanan. 

 
Como ya quedó establecido, la disposición transitoria posterior es inconstitucional y 

debe invalidarse; y, por vía de consecuencia, también se invalida la cita de la norma 
impugnada en el Bando Solemne y en la toma de protesta, por lo que no pueden servir de 
sustento para prorrogar de manera inconstitucional el cargo de Gobernador. 

 
En atención a las consideraciones expuestas, deben calificarse como fundados los 

conceptos de invalidez planteados por los accionantes que fueron analizados en este 
considerando y, en consecuencia, determinar que el Decreto 351, emitido por el Poder 
Reformador de la Constitución local del Estado de Baja California, publicado en el Periódico 
Oficial de esa entidad el diecisiete de octubre de dos mil diecinueve, por el que se reformó 
el artículo octavo transitorio de la Constitución Política de ese Estado, aprobado mediante 
Decreto 112 de once de septiembre de dos mil catorce, es inválido porque transgrede los 
siguientes principios y normas constitucionales. 

 

-      El principio de certeza electoral establecido en el artículo 116, fracción IV, inciso b), en 
relación con el diverso 105, fracción II, penúltimo párrafo, de la Constitución General. 

 

-      Los principios de legalidad y seguridad jurídica, reconocidos en los artículos 16 y 116, 
fracción IV, inciso b), de la Constitución General. 

 
 

-      Los principios de elecciones libres, auténticas y periódicas, mediante sufragio universal, 
libre, secreto y directo consagrados en el artículo 116, fracción IV, inciso a), de la 
Constitución General. 

  

-      Los derechos de participación política (votar y ser votado) previstos en el artículo 35, 
fracciones I y II, de la Constitución General. 
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-      El derecho a votar y ser votado en condiciones de libertad e igualdad, previsto en el artículo 
116, fracción IV, inciso a), en relación con el artículo 35, fracciones I y II, de la Constitución 
General. 

 
-      El principio de no reelección consagrado en el artículo 116, fracción I, tercer párrafo, de la 

Constitución General. 
 

-      El principio de irretroactividad previsto en el primer párrafo del artículo 14 de la 
Constitución General, en el cual se prohíbe la aplicación de leyes retroactivas. 

 
Dado lo fundado de los conceptos de invalidez en estudio, es innecesario atender a los 

demás argumentos encaminados a demostrar la invalidez del artículo impugnado, en 
términos de la jurisprudencia de este Tribunal Pleno P./J. 37/2004, de rubro "ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ. (159) 
". 

  

Tomando en cuenta lo esgrimido por nuestro máximo tribunal en la resolución en cita, esta 
Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos, considera “procedente” la iniciativa en 
estudio relativa a reformarel  artículo 171 numeral 2 y 176 párrafo primero, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, presentada por el diputado José Efrén 
López Cortés, además de que la misma no inconstitucional y se ajusta a los criterios 
señalados con antelación y se toma en cuenta la siguiente Tesis:  
 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 

Registro digital: 170650 
Instancia: Pleno 
Novena Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 82/2007        
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, diciembre de 

2007, página 1085 
Tipo: Jurisprudencia 
 

PRÓRROGA DE MANDATO. ES INCONSTITUCIONAL EN CASO DE QUE IMPLIQUE LA 
PROLONGACIÓN DE LA LEGISLATURA LOCAL Y DE LOS MIEMBROS DE LOS 
AYUNTAMIENTOS QUE SE ENCUENTREN EN ESE MOMENTO EN CURSO, MÁS ALLÁ DEL 
PERIODO PARA EL CUAL HAN SIDO ELECTOS. 
 

 

El sistema normativo establecido en una Constitución Local para dar operatividad a la 
intención de homologar los tiempos de los comicios locales con los federales, es 
inconstitucional ya que tiene por objeto ampliar el mandato de la Legislatura local y de los 
miembros de los Ayuntamientos que se encuentren en ese momento en curso, más allá del 
periodo para el cual han sido electos directa y democráticamente, porque tal ampliación 
equivale, de facto, a que los órganos representativos se coloquen unilateralmente como 
únicos participantes activos y pasivos (virtualmente son únicos votantes y ciudadanos 
elegibles), como si se tratara de una elección propia para un nuevo periodo, excluyendo 
prácticamente a esos efectos a toda la comunidad del territorio de la entidad federativa, 
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privando de manera implícita a los ciudadanos de la libertad para elegir a sus representantes 
en condiciones de igualdad, y convirtiéndose, al mismo tiempo, en intermediarios de una 
tácita elección en la que se señalan a ellos mismos como triunfadores, de conformidad con 
los principios de elecciones libres, auténticas y periódicas mediante sufragio universal, libre, 
secreto y directo; los derechos fundamentales de participación política a votar y ser votado; 
así como el principio de no reelección, reconocidos en los artículos 116, fracción II, segundo 
párrafo, y fracción IV, inciso a); 115, fracción I, segundo párrafo, en relación con los 
numerales 35, fracciones I y II, 39, 40, 41, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

 
Acción de inconstitucionalidad 47/2006 y sus acumuladas 49/2006, 50/2006 y 

51/2006. Partidos Políticos Acción Nacional, de la Revolución Democrática, Convergencia 
y Revolucionario Institucional. 7 de diciembre de 2006. Unanimidad de diez votos. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretarios: Fernando Silva García y Alfredo Villeda Ayala. 

 
El Tribunal Pleno, el quince de octubre en curso, aprobó, con el número 82/2007, la 

tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a quince de octubre de dos mil 
siete. 
 
TERCERO. Que esta Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos, en función de 
Dictaminadora, arriba a la conclusión, por las consideraciones expresadas en los 
razonamientos que preceden, que la Iniciativa con Proyecto de Decreto analizada, por el que 
se reforma el artículo 171 numeral 2 y 176 párrafo primero, de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Guerrero, no es inconstitucional en atención a que la 
prolongación del mandato de los ayuntamientos se hará solo para el periodo 2027-2030, 
lo anterior para efecto de garantizar la fiscalización de dichos sujetos obligados desde el 
inicio de ejercicio fiscal, esto es, a partir del 1° de enero. 
 

CUARTO.- Que en apoyo al presente dictamen la Comisión Dictaminadora solicitó 
oportunamente una opinión a la Auditoría Superior del Estado de Guerrero, órgano 
encargado de la fiscalización de los recursos públicos sobre el presente dictamen 
concluyendo textualmente que: “a consideración y opinión de esta Auditoría Superior del 
Estado de Guerrero que represento, es coherente y viable el Dictamen que emitió la 
Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos, con Proyecto de Decreto, por el que se 
reforman los artículos 171 numeral 2 y 176 párrafo primero, de la Constitución Política del 
Estado de Guerrero.” 
 
 

Que en sesiones de fecha 08, 14, 15 de noviembre y 22 diciembre del 2023, el Dictamen en 
desahogo recibió primera lectura, dispensa de la segunda lectura, discusión y votación, 
respectivamente, por lo que en términos de lo establecido en los artículos 262, 264 y 265 de 
la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guerrero Número 231, la Presidencia de 
la Mesa Directiva, habiendo sido expuestos los motivos y el contenido del Dictamen, al no 
existir votos particulares en el mismo y no habiéndose registrado diputados en contra en la 
discusión, se preguntó a la Plenaria si existían reserva de artículos, y no habiéndose 
registrado reserva de artículos, se sometió el dictamen en lo general y en lo particular, 
aprobándose el dictamen por unanimidad de votos. 
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Que aprobado en lo general y en lo particular el Dictamen, la Presidencia de la Mesa Directiva 
del Honorable Congreso del Estado realizó la Declaratoria siguiente: “Esta Presidencia en 
términos de nuestra Ley Orgánica, tiene por aprobado el Dictamen con proyecto de Decreto 
por el que se reforma artículo 171 numeral 2 y 176 párrafo primero, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero. Emítase el Decreto correspondiente y 
remítase a las Autoridades competentes para los efectos legales conducentes”. 
 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 61 fracción 
I de la Constitución Política Local, 227 y 287 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo en 
vigor, este Honorable Congreso decreta y expide el siguiente: 
 

DECRETO NÚMERO 678 POR EL QUE SE REFORMA ARTÍCULO 171 NUMERAL 2 Y 176 
PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE GUERRERO. 
 
ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el artículo 171 numeral 2 y 176 párrafo primero, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, para quedar como sigue: 
 

Artículo 171.- … 
 

1. … 
 

2. Los Ayuntamientos se instalarán el 01 de enero del año siguiente al de la elección; y, 
 

3. … 
 

Artículo 176. Las y los presidentes municipales, síndicos y regidores deberán rendir la 
protesta constitucional de su cargo, ante los ayuntamientos salientes, en sesión solemne 
que se celebrará el día 31 de diciembre del año de la elección. 
1. … 
 

I. … 
 

II. … 
 
2. … 
 
3. … 
 

T R A N S I T O R I O S 
 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de Guerrero. 
 
SEGUNDO. Los Ayuntamientos que hayan de instalarse el 30 de septiembre de 2027 durarán 
en su encargo por única ocasión hasta el 31 de diciembre de 2030, es decir tres años y 3 
meses. 
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TERCERO. Este Poder Legislativo deberá de llevar a cabo las reformas de leyes secundarias 
a efecto de que se armonicen con el presente decreto. 
 
 

 

CUARTO. En términos del numeral 1, fracción III del artículo 199 de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Guerrero, remítase a los H. Ayuntamientos Municipales del 
Estado, para su conocimiento y efectos constitucionales procedentes. 
 
QUINTO. Remítase a la Gobernadora Constitucional del Estado de Guerrero, para los efectos 
legales conducentes. 
 
SEXTO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero para el 
conocimiento general. 
 
Dado en el Salón de Sesiones del Honorable Poder Legislativo, a los veintidós días del mes 
de noviembre del año dos mil veintitrés. 
 
DIPUTADA PRESIDENTA. 
LETICIA MOSSO HERNÁNDEZ. 
Rúbrica. 
 
DIPUTADO SECRETARIO. 
MARBEN DE LA CRUZ SANTIAGO. 
Rúbrica. 
 
DIPUTADA SECRETARIA. 
PATRICIA DOROTEO CALDERÓN. 
Rúbrica. 
 
En cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 90 numeral 1 y 91 fracción II de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, promulgo y ordeno la 
publicación, para su debida observancia, del DECRETO NÚMERO 678 POR EL QUE SE 
REFORMA ARTÍCULO 171 NUMERAL 2 Y 176 PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO, en el Recinto de las Oficinas 
del Poder Ejecutivo del Estado, en la ciudad de Chilpancingo de los Bravo, Guerrero, a los 
veintitrés días del mes de junio del año dos mil veinticinco.  
LA GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE GUERRERO. 
MTRA. EVELYN CECIA SALGADO PINEDA. 
Rúbrica. 
 
LA SUBSECRETARIA DE GOBIERNO, ASUNTOS JURÍDICOS Y DERECHOS HUMANOS 
ENCARGADA DE DESPACHO DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO. 
DRA. ANACLETA LÓPEZ VEGA. 
Rúbrica. 
  


